LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE

L E Y:
Reglamentación del artículo 86º de la Constitución de Entre Ríos.

ARTÍCULO 1º.- Se considera predio rural a aquellos que por su ubicación se encuentren localizados fuera de plantas urbanas o ejidos municipales.

ARTÍCULO 2º.- Se considera Unidad Económica Zonal, a la unidad económica productiva que en cada una de las Zonas Ecológicas Económicas Uniformes, posea características productivas medias respecto de las actividades agropecuarias, composición del capital y nivel tecnológico, cuya superficie permita obtener el equilibrio económico de la empresa agraria en el largo plazo.

ARTÍCULO 3º.- Se considera Zonas Ecológicas Económicas Uniformes a las determinadas por el Decreto Nº 922/92 M.E.O.S.P. y modificadas posteriormente, conforme a la Ley Nº 8.672 y por las correspondientes normas legales complementarias que se emitan por la Dirección de Catastro de la Provincia.

ARTÍCULO 4º.-  Las superficies de las unidades económicas zonales de tierra firme rural, surgen por el desarrollo metodológico del Plan de Reevaluación Parcelaria Rural (P.R.P.R.) dispuesto por el Decreto Nº 316/89 M.E.O.S.P., excepto las que están ubicadas en Zona de Islas, Predelta y Delta, las cuales tendrán una superficie única e invariable de 1.000 hectáreas como unidad económica zonal.

ARTÍCULO 5º.- El fraccionamiento de los predios rurales, a los efectos de preservar su productividad en función del interés general de los pobladores y todo acto de disposición que sea a título de venta, donación, dación en pago, permuta, división de condominio, o cualquier otro acto jurídico que se realice sobre subdivisión de inmuebles rurales en la provincia, como así también las operaciones que se efectúen en causas judiciales y que comprometan bienes de esta clase, no podrán ser válidamente autorizados por los escribanos públicos de registro ni aprobados por los jueces intervinientes, si como consecuencia de los mismos surgen bajo cualquier forma jurídica, parcelas cuyas superficies no representen por lo menos, una unidad económica productiva zonal.

ARTÍCULO 6º.-  Las superficies de las unidades económicas productivas zonales, en directa relación a la aptitud edatopográfica media de las zonas, serán determinadas de acuerdo a lo previsto en la ley y en relación a las Zonas Agroecológicas Económicas Uniformes que se determinen para la provincia.

ARTÍCULO 7º.- Se podrá realizar fraccionamientos de los que resulten parcelas cuyas superficies sean inferiores a la Unidad Económica Productiva Zonal, en los siguientes casos:

a) Cuando el objeto sea anexar el bien a un predio lindero, siempre que el remanente justifique las condiciones de unidad económica de explotación, o se den las situaciones comprendidas en el inciso “c" de este artículo.

b) Cuando, subdividiéndose un inmueble en su totalidad, cada una de las fracciones resultantes se anexen a predios linderos y las anexadas, sean iguales o mayores a la original que se divide.

c) Cuando se trate de  situaciones comprendidas en normas vigentes de subdivisiones de la tierra y transformación del uso rural o urbano.

d) Cuando por la existencia de rutas nacionales o provinciales de redes primarias y ríos, se produzca la conformación forzosa de dos o más parcelas.

e) Fraccionamiento de inmuebles que resulten de expropiación por causas de utilidad pública.

f) Cuando a la fecha que comience a regir la presente ley, existan condominios y/o juicios sucesorios que deriven necesariamente en adjudicaciones en condominio, exceptuándose los que constituyen unidad económica productiva zonal hasta el plazo de tres años subsiguientes a partir de la fecha de vigencia de esta ley.

ARTÍCULO 8º.- Podrán ser autorizadas subdivisiones de predios rurales en  fracciones que no constituyan por su superficie una unidad económica productiva sólo en dos casos:

1) Cuando las fracciones resultantes del desglose sean tales que, en cada una de ellas, el producto de la superficie por la actividad edafológica y aptitud edafotopográfica sea mayor al resultado de similar producto de la unidad económica zonal, entonces la subdivisión se aprobará sin más trámite.

2) Cuando en la misma se ejecute un proyecto productivo, previamente presentado por el propietario de la totalidad del predio a subdividir o por el tenedor o titular precario de la fracción menor surgida del fraccionamiento, ante la repartición del Ministerio de la Producción competente en el planteo específico del emprendimiento empresario, quien determinará la viabilidad del mismo.  

ARTÍCULO 9º.- Los escribanos públicos de registro no podrán autorizar, ni los jueces aprobar los actos jurídicos a que se refiere el artículo 8º, sin previa resolución favorable obtenida al respecto en sede administrativa o por vía contenciosa.

ARTÍCULO 10º.- En los instrumentos privados, escritura pública, testimonios,  mandamientos judiciales en que se documenten la subdivisión autorizada de   inmuebles rurales, se insertarán las constancias catastrales de cumplimiento de lo preceptuado en la presente ley con cita de la resolución administrativa, sin cuyo cumplimiento el Registro Público respectivo no procederá a inscribirlos de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 9º de la Ley Nacional Nº 17.801, inciso “b” y concordantes de la Ley Registral Provincial Nº 6.964.

ARTÍCULO 11º.- En los casos de los incisos “a” y “b” del artículo 7º, la Dirección de Catastro y los Registros de la Propiedad Inmueble de la Provincia tomarán debida nota de las parcelas originadas, a fin de que constituyan con aquellas a las que serán anexadas una unidad física y jurídica. Las parcelas unificadas no podrán ser enajenadas separadamente.

ARTÍCULO 12º.-  A los efectos de evitar su eventual enajenación o adjudicación posterior en forma independiente, los Registros de la Propiedad Inmueble vincularán las matrículas de las parcelas anexadas y anexante y harán constar en las certificaciones o informes tal situación. Asimismo, la Dirección de Catastro vinculará los planos de ambas parcelas y no expedirá certificaciones separadas, dejando además, constancia de la situación aludida. En el caso del inc. “b” del artículo 7º, la transferencia del dominio de ambas parcelas deberá efectuarse en el mismo acto. Las hipotecas y otros gravámenes afectarán simultáneamente los inmuebles anexados.

ARTÍCULO 13º.- Los instrumentos públicos provenientes de la Capital Federal o de otras provincias, deberán ajustarse a las prescripciones de esta ley para poder ser inscriptos en los Registros Públicos.

ARTÍCULO 14º.- Los organismos de aplicación y control de la presente serán el Ministerio de la Producción y la Dirección de Catastro, estando facultados para plantear medidas complementarias, de aplicación e interpretación.

ARTÍCULO 15º.- La Ley Impositiva Anual fijará las alícuotas progresivas del Impuesto Inmobiliario Rural que se refieran a la Unidad Económica Productiva Zonal, cuando exista incremento y concentración de superficie que se realice en un propietario, mismos condóminos, sociedad comercial, grupos societarios o accionistas. Asimismo se aplicarán alícuotas diferenciales para los casos en que sean adquiridas por personas físicas o jurídicas extranjeras.  

ARTÍCULO 16º.- La concepción de Unidad Económica Productiva Zonal será utilizada para la determinación de políticas impositivas, apoyo financiero y otras estrategias activas y proactivas,  de forma tal que permita al pequeño empresario rural afianzar sus actividades, la diversificación productiva, la radicación de agroindustrias familiares, fomentar la inversión, el empleo, el progreso y la inclusión social. 

Para mejorar la calidad de la vida rural, desde el ámbito institucional-estatal, se tenderá a: 

a) Fortalecer las capacidades locales en investigación, desarrollo e innovación tecnológica. 

b) Promover la creación de conocimientos desde el sector privado en conjunto con las universidades y organismos nacionales oficiales y privados de ciencia y tecnología. 

c) Afianzar y mejorar la competitividad de las diversas producciones.

d) Incentivar el desarrollo y la adopción de tecnologías y prácticas economizadoras  de tierra y capital. 

e) Posibilitar condiciones que permitan un desarrollo integral de la familia rural a partir de ofrecer medios y oportunidades en áreas de educación, capacitación, salud y comunicaciones a igual nivel que otras comunidades. 

f) Promover el asociativismo entre productores o interinstitucional para la compra de insumos, comercialización, capacitación y otras actividades socioeconómicas colectivas. 

g) Crear y fomentar beneficios fiscales, créditos orientados y supervisados con tasas de intereses promocionales a las Pymes rurales.

ARTÍCULO 17º.- La presente ley deberá ser reglamentada en el plazo de ciento veinte (120) días desde su publicación.

ARTÍCULO 18º.- Derogase la Ley Nº 8.773, Ley 9.476 y  Decreto Nº 2.913.

ARTÍCULO 19º.- Comuníquese, etcétera.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente, Honorable Cámara:

Se que ante este tema complejo y extenso sobre el cual pretendemos legislar tiene de nuestra parte el respaldo de haber profundizado los 18 artículos que conforman esta ley. Por tales motivos convocamos a diferentes sectores para analizar el fin de este articulo constitucional, informes del Ministerio de la Producción, reuniones con organismos colegiados, (agronomía, agrimensores) asesores de cámara y mas aun reforzado por la intervención de las organizaciones intermedias productivas cuando se debatió en la Convención Constituyente del año 2008.

Todo esto lo presentamos en un marco de organización de los fundamentos en cinco puntos. Además dejamos asentadas tanto las leyes que se derogarían de aprobarse este proyecto, como asimismo, las normativas invocadas y relacionadas con el mismo para la mejor comprensión de los Señores Legisladores. 

I. La introducción del artículo en la Reforma de la Constitución Provincial.

La reforma de la Constitución de Entre Ríos ha incorporado entre sus nuevas disposiciones en su Artículo 86 -textual- :


“La Provincia promueve la unidad económica productiva mediante leyes que contemplen el arraigo del productor entrerriano, el crecimiento y desarrollo progresivo de las actividades productivas locales y el estímulo de la tenencia de la tierra por sus residentes.


La legislación desalentará la especulación y la existencia de latifundios y el uso de la tierra en grandes superficies continuas o discontinuas, mediante regímenes tributarios, alícuotas progresivas u otras políticas activas.

Resguardará el orden público en relación con la adquisición de inmuebles rurales por personas físicas o jurídicas extranjeras no residentes en el territorio nacional ”.

Queremos rescatar en esta norma  todo el estudio como el sentido que ha querido darle el constituyente, la importancia de la propiedad de la tierra, el  pretendido arraigo de la familia rural ante el avance de las tendencias perjudiciales del capitalismo frente al pequeño y mediano productor,  el cual realiza un permanente esfuerzo por permanecer y continuar con su tarea, esto refleja aún mas la autenticidad del planteo, de allí que podemos analizarla. 

II. Antecedentes.

Se trajeron a estudio los siguientes antecedentes: Constitución Provincial de Entre Ríos (modificada) Artículo 86; Constitución Nacional; Ley Nº 1509 Código Rural de la Provincia de Entre Ríos y Leyes Modificatorias 22/11/1892; Ley Nº 4669 Modifica Arts. Ley 1509, 30/10/67; Ley Nº 5567 Modifica Arts. de la Ley Nº 1509 09/10/74; Ley Nº 8319 Modifica Artículo de la Ley 1509, 11/01/90;  Ley Nº 9172 Deroga Artículos de la Ley Nº 1509, 10/11/98;  Decreto Nº 7547/99, Reglamenta Ley Nº 9172, 26/11/99; Decreto Nº 7.113/45 Adopta como base el sistema impositivo Inmobiliario fiscal del catastro parcelario de la provincia;  Ley Nº 5.615 Define parcela de inmueble; Ley Nº 6.041, subdivisiones de inmuebles rurales;  Decreto Nº 1451/78 Reglamentario de la Ley Nº 6.041;  Resolución Nº 958 Disposiciones de regulan la presentación de planos; Ley Nº 8672 De valuaciones; Decreto Nº 6827/92 Reglamentario de la Ley 8.672; Ley Nº 8773 Fraccionamiento de predios rurales; Decreto Nº 3320/05 Deja sin efecto el Decreto Nº 1273/73 aprueba normas para la ejecución de mensuras y su registro (Biblioteca de la Legislatura de Entre Ríos);   Orden del día Nº 33 Tema Ambiente, sesión del 8 de agosto de 2008, Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos, Sala de Comisiones, 28 de julio 2008,  www.hcder.gov.ar, Ley Nº 9098, 21/11/1997;  Ley Nº 9288, 26/12/2000; Ley Nº 9476, 20/12/2002 - Boletín Oficial de la Provincia de Entre Ríos, Decreto Nº 2913/94; Reglamentación de la Ley  Nº 8773/93 Fraccionamiento de Predios Rurales Condominios Rurales, Unidad Económica Zonal www.alvarezdaneri.com.ar; Economía Agraria y Progreso Social, La tierra y el crecimiento económico equilibrado del agro y la industria, Editorial Depalama; Empresa Agraria Familiar, Lineamientos para la construcción del Instituto Jurídico, Maria Adriana Victoria, Secretaria de posgrado y servicios a terceros, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales Universidad Nacional del Litoral, Derecho Agrario, 1era. reimpresión, Editorial Astrea, Fernando P. Brebbia- Nancy L. Malanos   

III. Análisis particular del texto.

En tal sentido podemos decir que el artículo 86º de la Constitución de Entre Ríos se divide –claramente- en tres partes: la primera que se corresponde con el primer párrafo y establece: 

“La Provincia promueve la unidad económica productiva mediante leyes que contemplen el arraigo del productor entrerriano, el crecimiento y desarrollo progresivo de las actividades productivas locales y el estímulo de la tenencia de la tierra por sus residentes”

Si al verbo promover, cuya acepción es “iniciar o adelantar una cosa, procurando su logro... tomar la iniciativa para la realización... “ lo ubicamos dentro del texto del artículo, podemos ver, que lo que está promoviendo es lograr el arraigo del productor entrerriano en la denominada unidad económica, por lo cual nos resulta útil y  necesario poder definirla o al menos llegar a una mejor interpretación de la misma.

Podemos citar, a estos efectos, el libro de Derecho Agrario cuyos autores son Fernando P. Brebbia  y Nancy L. Malanos, Editorial Astrea, 2007, donde a partir de la Pag. 215 realiza un análisis detallado del Art. 2326 del Código Civil y el acápite 74 del mismo trata la Indivisibilidad de la Unidad Económica, interpretando los términos utilizados como “...cosas divisibles”  y expresa “...aquellas que sin ser destruidas enteramente pueden ser dividas en porciones reales, cada una de las cuales forma un todo homogéneo  análogo tanto a las otras partes como a la cosa misma “ (Párrafo primero)

Como lo señala la doctrina, “la división de las cosas consideradas en sí mismas en divisibles y no divisibles” (en el Código de Velez Sarfield) suponía una consideración puramente natural, la posibilidad física de la división prescindiendo del destino económico de ellas y su uso racional. 

En opinión de Salvat,  una vez que la cosa es dividida, esa parte se conserva intacta y es lo que era antes, aunque de menor extensión.

La Ley 17.711 al incorporar a la norma un segundo párrafo dice ”...no podrán dividirse las cosas cuando ello convierta en antieconómico su uso y aprovechamiento, las autoridades locales podrán  reglamentar, en materia de inmuebles, la superficie mínima de la unidad económica...”,  a partir de ello no puede dividirse algo que convierta en antieconómico su uso y aprovechamiento.

La tierra excesivamente dividida, sin planificación alguna, resulta insuficiente para subvenir las necesidades del productor agropecuario y le puede impedir una explotación conveniente siendo casi imposible lograr una evolución económica favorable, incidiendo no sólo en su economía familiar sino en los intereses generales del país. No obstante ello si la propiedad se especializa de modo intensivo puede ser de una renta aceptable pero si los métodos suelen ser corrientes, tanto su renta o producido pasan a ser antieconómicos.

Continuando con el estudio de la denominada unidad económica, podemos decir que desde la antigüedad se ha tratado de buscar cuál es “la medida o unidad de medida ideal”  para la propiedad de la tierra. Al tratar de encontrar una solución, observamos que se utilizó al principio una “posición” rígida para lograr que la extensión máxima de la tierra que pueda poseerse no constituya latifundio, cuyo concepto nunca ha sido bien definido, por lo cual las diversas leyes han recurrido a normas objetivas y casi siempre “arbitrarias”. Entonces surge la pregunta, ¿ésta es la solución? Vemos que esta denominada “inquietud “ legislativa para poder definir la unidad de medida, sólo por la extensión, no sería la más apropiada para lo que intentamos hacer. Se podría llegar a constituir un minifundio o parvifundio, solo para evitar el latifundio, con el resultado  de una explotación antieconómica, consecuencia inmediata para terminar en fracaso toda política agropecuaria y pérdida de beneficio para el  país. 

Podemos recordar en nuestra legislación desde sus antecedentes coloniales, un  ejemplo lo que ha sido la arbitrariedad de la Ley Avellaneda (división en 100 hectáreas), para posteriormente definir tierras agrícolas, pastoriles, además de prohibiciones para adquirir más de una parcela y por último la ley de colonización  (12.636) la cual concluye considerando latifundio a las parcelas de más de 2000 hectáreas.

También como cita Brebbia , “ ...otro temperamento propuesto es el que contiene el proyecto MacKay cuando trata la reforma a la ley de colonización,  “...califica al latifundio no ya según el criterio rígido antes apuntado, sino basado en el avalúo fiscal del predio...” terminando siendo “... tan criticable como el otro  ya que vuelve sobre una medida fija...” 

El artículo 21º de la Ley de colonización ya introduce el denominado principio de unidad económica cuando habla de los lotes “... cuya superficie quedará subordinada a la naturaleza y topografía del terreno y deberá calcularse en cada región teniendo en cuenta que el agricultor pueda realizar la mayor parte de la labor agrícola utilizando su trabajo personal y el de su familia y con capacidad productiva suficiente para cubrir sus principales necesidades de vida y acumular un capital que le permita mejorar sus condiciones sociales y económica además de la técnica en la explotación”.

Esto sin lugar a dudas configura el abandono de la postura firme y rígida para determinar el concepto en análisis. El mismo va a ser, no sólo una medida  rígida, sino que además agrega a la ubicación del inmueble otros factores y condiciones, como ser: la calidad de su tierra, aptitud para determinado cultivo, explotación y topografía del terreno y sobre todo la economicidad de su explotación, el mejoramiento de las condiciones sociales y las nuevas técnicas.

Posteriormente y en el mismo camino el artículo 30º del decreto Nº 7.786/49 reglamentario de la ley Nº 13.246 lo define como “ ...todo predio que por su superficie, calidad de tierra, ubicación, mejoras y demás condiciones de explotación, racionalmente trabajado por una familia que aporta la mayor parte del trabajo necesario, permita subvenir a sus necesidades y a una evolución favorable de la empresa ”... quedando concretado el concepto de unidad económica  tipo, para agregar luego el concepto de adecuada, cuando el decreto nacional Nº 11.204/52 expresa “ ...racionalmente trabajado por una determinada familia agraria que aporta la mayor parte del trabajo necesario y en consideración de las características particulares de ésta, su composición, número de miembros, capacidad de trabajo, etc, permite subvenir a sus necesidades a una evolución favorable...”.

Este concepto luego se reitera en la ley Nº 14.392 al reemplazar el régimen de colonización, llegando en la ley Nº 13.995 a sus máxima expresión, cuando asegura su inalterabilidad y modifica el régimen sucesorio del Código Civil acordando al propietario el derecho de designar  a quien continuará la explotación. Posteriormente diversas leyes provinciales fueron atesorando el concepto.

A manera de conclusión podemos decir que nuestra provincia lo trata en la ley Nº 8773/93 y sus posteriores modificaciones junto a su Decreto Reglamentario Nº 2913/94, de ello podemos inferir que las mismas han sido un verdadero avance en la legislación, al regular lo que se considera por lo antes expresado como unidad económica diciendo “....cuya superficie permite obtener el equilibrio económico de la empresa agraria en el largo plazo... “, no obstante ello utiliza el término de unidad económica zonal, ya que la misma la determina teniendo en cuenta más allá de la topografía del terreno, sus condiciones y características para no ser antieconómica, salvo con una sola excepción (zona de Islas) donde fija una cantidad determinada.

Los dos párrafos que siguen al artículo en análisis son los siguientes : 

“La legislación desalentará la especulación y la existencia de latifundios y el uso de la tierra en grandes superficies continuas o discontinuas, mediante regímenes tributarios, alícuotas progresivas u otras políticas activas.

Resguardará el orden público en relación con la adquisición de inmuebles rurales por personas físicas o jurídicas extranjeras no residentes en el territorio nacional”.
Es indudable que el constituyente encontró en el aspecto fiscal una manera de regular esta problemática de aliento o desaliento (terminología expresada en la parte 2) No obstante no coincidir con el planteo de redacción, el mismo aplica una visión negativa en la voluntad legisferante, lo que causa al menos a la primera lectura un esfuerzo por remarcar la consigna inicial, que es evitar “...la especulación“, agregando “... y la existencia de los latifundios y el uso de la tierra en grandes superficies continuas o discontinuas”. Si bien podríamos tomar el concepto de las Institutas de Justiniano cuando expresa “... prefiero las leyes simples a las complejas... la simplicidad de la ley es una amiga...” (citado por R. Pagano en Normas sobre las redacción de las normas) no se advierte como instrumentalmente se va a poder congeniar el desaliento con el latifundio y más aún determinar cual es el uso de la tierra en “ ...grandes superficies “ sin dejar de referenciarlo como latifundio; esto sin duda va a ser un desafío mayor para encontrar el equilibrio sin afectar no sólo la propiedad, la rentabilidad y  “...el arraigo del productor entrerriano“ con sólo la aplicación de herramientas tributarias, solución advertida en los párrafos citados.  

IV. La realidad entrerriana.

Vivimos en nuestra provincia un evidente proceso de concentración de la propiedad de la tierra, lo que atenta directamente contra el arraigo de los productores. Sostenemos que es evidente porque los indicadores oficiales así lo demuestran, sin posibilidad de negación alguna. Veamos: en 1988 la provincia contaba con 27.132 explotaciones agropecuarias, de 228 hectáreas promedio cada una, ya en 2002 ese número se había reducido a 21.577 explotaciones con 294 hectáreas promedio y actualmente, según los datos preliminares del censo nacional agropecuario del 2008, la provincia cuenta con 17.716 explotaciones con una extensión promedio de 392 hectáreas
. Es decir, entre 1988 y 2002  desaparecieron 5.555 explotaciones y se incrementó el promedio de hectáreas por explotación en un 29%. Más alarmante es que se acentúa aún más esa tendencia en los últimos seis años registrados, donde dejaron de existir 3861 explotaciones  y se incrementó el promedio de hectáreas por explotación en un 34%. 

En paralelo y como consecuencia a la concentración de la tierra productiva en Entre Ríos, podemos ver la expulsión de las poblaciones del ámbito rural. Demostración de ello es la comparación de la población rural en 1960, que según el Censo del mismo año, la misma explicaba el 50,54% de la población total de la provincia. En cambio, según las proyecciones oficiales, en 2006 la misma sólo representaba el 15,38%. Además, podemos señalar que Entre Ríos es una de las provincias que más expulsa a sus habitantes, ya que según las estimaciones del INDEC, en el quinquenio 2001-2005 migraron de Entre Ríos 14.455 personas.

V. Sobre cómo proteger y arraigar a los productores entrerrianos.

Entendemos que en el artículo 16º del proyecto presentado, introducimos grandes lineamientos con los cuales se pueden alcanzar un mayor beneficio para nuestros pobladores y productores rurales, en detrimento de la excesiva  acumulación de superficie agropecuaria, tratando de generar equidad mediante la acción por parte del Estado.

 Hablamos de  principios, como el asociativismo y cooperativismo, la participación de diversas instituciones locales en formulación y evaluación de las políticas, la sinergia entre el sector público junto al privado, etc. Los consideramos como principios que pueden guiar la determinación de políticas del Estado entrerriano en pos de permitir la diversificación productiva, frenar el éxodo de la población, afianzar las actividades de los pequeños empresarios, la radicación de agroindustrias familiares, fomentar la inversión, el empleo, el progreso y la inclusión social. En términos generales se deberá buscar desarrollar políticas que tiendan a poner en plano de igualdad de oportunidades a los pequeños y medianos productores. 

La Unidad Económica Productiva deberá ser utilizada para la determinación de políticas impositivas, como ya mencionamos en el apartado III,  se considera a los mecanismos fiscales como la forma principal de promover la permanencia y protección de los pobladores rurales.  Expresamente se afirma en el artículo 86º de la Constitución Provincial que se fijarán las alícuotas progresivas del Impuesto Inmobiliario Rural con un enfoque incremental según la concentración de superficie que se realice en un propietario, mismos condóminos o sociedad comercial. A los efectos impositivos consideramos además, que se debe unificar en el ámbito provincial las partidas de los establecimientos rurales que respondan a un mismo número de documento nacional de identidad, similares condóminos o sociedad comercial/grupos societarios o accionistas. El Poder Ejecutivo Provincial deberá reglamentar sobre estas particularidades, además de dar apoyo financiero, establecer políticas colectivas de beneficio fiscal, créditos orientados, supervisados y a tasas promocionales, para permitir afianzar al pequeño empresariado, la diversificación productiva, radicación de agroindustrias familiares, para mejorar la calidad de la vida rural.

Por todo lo expuesto hasta aquí consideramos que el presente proyecto representa fielmente la voluntad del legislador que se ha expresado en el nuevo artículo 86º de la Constitución de Entre Ríos, reformada en el año 2008.

Quiero agradecer a la Comisión Técnica de Reglamentación de la Constitución Provincial, Honorable Cámara de Senadores, Dres. Sara Liponeszky de Amavet y Roberto Olcese.

Quiero agradecer a los profesionales asesores de la Cámara de Senadores presidida por el Dr, José Laurito y a todo el equipo técnico que acompaña mi gestión legislativa.

  Por tal motivo y por el beneficio que traerá la implementación de este proyecto solicito a mis pares el acompañamiento del mismo.

� Censos Nacionales Agropecuarios de 1969,  2002 y 2008. Ver: www.idec.gov.ar.





